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Acción de Tutela – Confirma decisión que declaró la improcedencia

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas:    
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / IMPROCEDENCIA / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA. “[S]u pretensión principal consiste en que se disponga la anulación que su mandante hizo al Fondo de Pensiones ING –hoy PROTECCIÓN-, y en consecuencia se le permita retornar al Régimen de Prima Media con Prestación Definida administrado por COLPENSIONES, para que dicha entidad, al ser beneficiario del régimen de transición le conceda la pensión de vejez a la que afirma tener derecho. (…) [S]e advierte de acuerdo con lo informado por las accionadas que ninguna de ellas accedió a dicho reconocimiento por no cumplir los requisitos legales para ello. Así mismo, como se puso de presente en la demanda, y por parte de la representante legal de protección, en la actualidad está en trámite un proceso laboral ordinario que se instauró con idénticos propósitos a los de esta acción, en el cual ya fue definida la primera y segunda instancias en forma adversa a los intereses del actor, pero que se encuentra a la espera del proferimiento de la decisión de la Sala Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia frente al recurso de casación interpuesto. De conformidad con lo anterior, no es posible que el juez de tutela entre a definir un asunto que paralelamente es objeto de estudio por la jurisdicción competente para ello, puesto que equivaldría usurpar funciones que no le corresponden y desplazar los procedimientos ordinarios que se tienen establecidos en nuestro ordenamiento. (…) En esas condiciones, como lo consideró el a quo, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, sino de la jurisdicción laboral a la que ya acudió el tutelante, y en la cual se definirá lo pertinente en torno al asunto planteado; por tanto, la Sala no encuentra reproche alguno al proveído del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, y en consecuencia se procederá a su confirmación.”.

Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-175 de 201.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Tutelas, Rad. 79930 del 28 de mayo de 2016.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación N° 1161
                                                  Hora: 3:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada judicial del señor ABELARDO DE JESÚS ROMÁN CARDONA, frente al fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Administradora Colombiana de Pensiones -en adelante COLPENSIONES-. 
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la representante judicial del actor se pueden concretar así: (i) el señor ABELARDO DE JESÚS ROMÁN CARDONA nació en septiembre 01 de 1942, por lo que a marzo 31 de 1994 tenía más de 40 años de edad, lo cual lo hacía beneficiario del régimen de transición; (ii) el referido ciudadano canceló aportes para pensión al ISS -hoy COLPENSIONES- hasta menos de dos años antes de cumplir los 60 años, momento en el que el empleador lo persuadió para afiliarse a ING -hoy PROTECCIÓN-, puesto que de lo contrario debía irse de la empresa; (iii) en mayo 24 de 2012 solicitó la pensión de vejez a ambas entidades, por cuanto reunía en total 1.043 semanas de cotización, 903 al ISS y 140.43 a ING PENSIONES, sin que ninguna de ellas diera respuesta; (iv) tanto ING como el empleador omitieron informarle que al trasladarse perdía los beneficios del régimen de transición, el cual le era más favorable, ya que de haber continuado en el ISS estaría pensionado; (v) PROTECCIÓN le informó al señor ABELARDO DE JESÚS que le entregaría una indemnización sustitutiva, por cuanto no cumple con los requisitos para pensionarse; (v) el accionante impetró demanda ordinaria ante la jurisdicción laboral en el año 2012, la cual correspondió al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Rda.), despacho que negó las pretensiones al no acreditar 750 semanas de cotización a marzo 31 de 1994, decisión que fue confirmada por la Sala Laboral del Tribunal Superior de este Distrito, y en la actualidad se encuentra a la espera del pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia; y (vii) su representado se encuentra enfermo, tiene 74 años y carece de recursos económicos para comprar medicamentos y suplir sus necesidades básicas.
Con fundamento en lo anterior, pide la protección de sus derechos a la seguridad social, a la salud, a la vida digna, a la integridad física, y al mínimo vital, en consecuencia: (i) se declare la nulidad de la afiliación a ING PENSIONES; (ii) se determine que éste cumple con todos los requisitos para trasladarse del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad  al de Prima Media con Prestación Definida administrado por COLPENSIONES; (iii) se disponga que PROTECCIÓN entregue a COLPENSIONES los aportes del tutelante y el bono pensional; (iii) se ordene a COLPENSIONES el reconocimiento y pago de la pensión de vejez a partir de junio 01 de 2009. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La acción correspondió por reparto al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que procedió a admitir la demanda y corrió traslado a los accionados, las cuales se pronunciaron en los siguientes términos:

-El Vicepresidente jurídico y Secretario General de COLPENSIONES (e) indicó que una vez revisadas las bases de datos de esa entidad no se encontró solicitud radicada por el señor ABELARDO DE JESÚS ROMÁN CARDONA referente al traslado de régimen; por tanto, no está vulnerando ninguna derecho del accionante.
En lo atinente a la pensión de vejez, se dio respuesta de fondo en la Resolución GNR 151668 de mayo 06 de 2016, en la que se señalaron las razones por las que no es procedente el reconocimiento de la prestación solicitada, por cuanto éste actualmente se encuentra afiliado a PROTECCIÓN.
Si bien la H. Corte Constitucional ha previsto la protección transitoria frente a la existencia de un perjuicio irremediable, en el presente caso no está acreditado, por lo que pide desestimar las pretensiones del amparo.
-La Representante Legal de Protección señaló que el señor ROMÁN CARDONA se afilio a dicho fondo desde mayo 01 de 2000 como traslado del Régimen de Prima Media con Prestación Definida.

Es cierto que el señor ABELARDO DE JESÚS presentó demanda ordinaria laboral de primera instancia con la pretensión de obtener el traslado de dicho régimen, y en consecuencia, el pago de la pensión de vejez, conocida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, despacho que mediante sentencia de octubre 18 de 2013 negó lo solicitado, la cual fue confirmada por la Sala Laboral del Tribunal Superior de este ciudad en julio 22 de 2014, y actualmente está a la espera de la definición del recurso de casación interpuesto.

Esa administradora ha actuado de conformidad con las normas procesales, constitucionales, y lo determinado jurisprudencialmente, por lo que está desvirtuada cualquier posibilidad de vulneración de los derechos fundamentales invocados.
La solicitud de anulación de la afiliación es improcedente, en consideración a que actualmente cursa un proceso ordinario con la misma pretensión y argumentos, en el que se han cumplido todas las ritualidades establecidas.

Por lo anterior solicita denegar la demanda propuesta.
3.2.- El juez de primer nivel concluyó que la acción se torna improcedente, toda vez que el actor ya hizo uso de un mecanismo ordinario con el mismo propósito pretendido mediante esta vía constitucional, y no se encuentran acreditados los requisitos para que se conceda en forma transitoria. 
4.- IMPUGNACIÓN

La apoderada de la accionante se mostró inconforme con lo resuelto y presentó recurso de apelación, en el cual reiteró los argumentos planteados en el escrito de tutela.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto del fallo impugnado, en cuanto negó por improcedente el amparo constitucional y de conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción constitucional ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con la situación fáctica planteada por la apoderada del accionante, se evidencia que su pretensión principal consiste en que se disponga la anulación que su mandante hizo al Fondo de Pensiones ING –hoy PROTECCIÓN-, y en consecuencia se le permita retornar al Régimen de Prima Media con Prestación Definida administrado por COLPENSIONES, para que dicha entidad, al ser beneficiario del régimen de transición le conceda la pensión de vejez a la que afirma tener derecho.

Ha sido clara la H. Corte Constitucional al indicar que la tutela se torna improcedente frente al reconocimiento de derechos de carácter pensional, en atención al principio de subsidiaridad que caracteriza este mecanismo y a la existencia dentro del ordenamiento jurídico de otros medios de defensa judicial ordinarios; no obstante, la acción de amparo se torna necesaria para evitar la vulneración de derechos fundamentales cuando pese a concurrir los mismos se avizora que no son eficaces ni idóneos para proteger los derechos fundamentales, o se demuestre la ocurrencia de un perjuicio irremediable que haga imprescindible la intervención del juez de tutela
.

En el caso de estudio, se tiene que el señor ABELARDO DE JESÚS por intermedio de apoderada solicitó ante COLPENSIONES y ante PROTECCIÓN la pensión de vejez, por considerar acreditadas las exigencias legales para ello, Fondo que según se aseguró en el escrito de tutela no se pronunció al respecto; no obstante, se advierte de acuerdo con lo informado por las accionadas que ninguna de ellas accedió a dicho reconocimiento por no cumplir los requisitos legales para ello.

Así mismo, como se puso de presente en la demanda, y por parte de la representante legal de protección, en la actualidad está en trámite un proceso laboral ordinario que se instauró con idénticos propósitos a los de esta acción, en el cual ya fue definida la primera y segunda instancias en forma adversa a los intereses del actor, pero que se encuentra a la espera del proferimiento de la decisión de la Sala Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia frente al recurso de casación interpuesto.
De conformidad con lo anterior, no es posible que el juez de tutela entre a definir un asunto que paralelamente es objeto de estudio por la jurisdicción competente para ello, puesto que equivaldría usurpar funciones que no le corresponden y desplazar los procedimientos ordinarios que se tienen establecidos en nuestro ordenamiento.
Al respecto la Sala de Tutelas de la H. Corte Suprema de Justicia dentro del radicado 79930 de mayo 28 de 2016, recalcó lo siguiente respecto a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, lo que si bien hizo relación con el procedimiento penal se considera que es perfectamente aplicable en el presente caso: 

“[…]La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas.[…]” 
En esas condiciones, como lo consideró el a quo, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, sino de la jurisdicción laboral a la que ya acudió el tutelante, y en la cual se definirá lo pertinente en torno al asunto planteado; por tanto, la Sala no encuentra reproche alguno al proveído del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, y en consecuencia se procederá a su confirmación.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-175/11
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